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EXISTENCIA DE UNIÓN MARITAL DEL HECHO Y LA DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA SOCIEDAD PATRIMONIAL DE HECHO / PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PATRIMONIAL / PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA / NOTIFICACIÓN / DECLARA LA EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN / CONFIRMA - Aunque esa tajante posición de que el término es cuestión puramente objetiva puede ser discutible, atendiendo los argumentos de orden jurisprudencial que trae la demandante, conforme con los cuales es posible, en ciertos casos, auscultar si al demandante se le puso en imposibilidad de cumplir la carga de la notificación, es lo cierto que en este preciso caso, al margen del tiempo que pudo durar el proceso en los traslados entre juzgados, queda en evidencia que hubo, además del que corrió para la práctica de las medidas, otros de total pasividad de la demandante que no le favorecen.
(…)

En definitiva, el proceso de notificación al demandado duró más de un año sin trámite alguno, inicialmente en el Juzgado Primero de Familia que desde el auto admisorio (8 de julio de 2014) hasta el traslado al Juzgado Cuarto de Familia, transcurrió un lapso de más de 7 meses, y en este último despacho quedó por espacio de 6 meses. Luego, pasó al Juzgado de Familia de Descongestión por un término de 3 meses y finalmente volvió al Juzgado Cuarto de Familia local en diciembre de 2015 hasta el perfeccionamiento de la notificación al demandado que ocurrió en junio de 2016, casi 7 meses después, para un total de, más o menos, 23 meses. 

De suerte que, contrario a las cuentas que hace la recurrente, mírese el asunto desde donde se mire, la prescripción salta a la vista, porque, a diferencia de lo que la jurisprudencia que le sirve de apoyo señala, ninguna razón válida existe en este caso para que una demanda que se presentó el 3 de julio de 2014 apenas se haya podido notificar al demandado en junio 25 de 2016 (más de dos años después), sin que los obstáculos que se alegan por cuenta de la descongestión, que en realidad la hubo, o el hecho del trámite de la misma notificación, excusen este proceder, todo lo cual denota la omisión de la parte actora que en este caso acarrea una decisión adversa a sus intereses. 
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HECHOS:

1- El 14 de enero de 1983 se constituyó entre las partes una unión marital de hecho, hasta el día 24 de julio de 2013, fecha en la que de manera voluntaria el demandado dejó el inmueble donde compartía con su compañera.

2- Durante la relación procrearon dos hijos, en la actualidad mayores de edad.
3- La demandante es soltera y el demandado se encuentra divorciado con la sociedad conyugal disuelta y liquidada “… por tanto se formó una sociedad patrimonial durante el tiempo de su existencia…” conformada por los bienes relacionados en el hecho “QUINTO” de la demanda (folios 47 a 51 del cuaderno principal)
PRETENSIONES

1- Que se declare la existencia de la unión marital de hecho formada entre las partes desde el 14 de enero de 1983 hasta el 24 de julio de 2013. 
2- Que se declare la existencia y disolución de la sociedad patrimonial conformada por los compañeros permanentes y se ordene su liquidación. 
3- Que se condene en costas. 

TRÁMITE PROCESAL Y RESPUESTA

El Juzgado Primero de Familia local, admitió el libelo por auto del 8 de julio de 2014, y allí se ordenó la notificación al demandado en la forma dispuesta en los artículos 315 y 320 del CPC (fl. 58)
El 15 de octubre de 2015 asumió el conocimiento del presente asunto el Juzgado de Familia de Descongestión, creado mediante acuerdo PSAA15-10377 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y allí se dispuso “…por secretaría a elaborar la comunicación pertinente”, por cuanto se observó que el apoderado de la actora, con fecha 26 de febrero de 2015, aportó las expensas necesarias para la elaboración de la notificación personal a la parte demandada. (fls. 97 y 101). 
Luego de que la parte interesada insistiera en la notificación personal en la dirección aportada en la demanda (fl. 117), el Juzgado Cuarto de Familia local, a quien correspondió el conocimiento del proceso, debido a que se cerró el juzgado de Descongestión, procedió mediante providencia del 18 de abril de 2016 a ordenar elaborar de nuevo la notificación personal al demandado. (fl. 118)

El señor Luis Ubaldo Naranjo Pérez se notificó personalmente el 1º de julio de 2016; contestó la demanda para referirse a los hechos, oponerse a todas las pretensiones y presentar la excepción de “prescripción del derecho y caducidad de la acción”, basada en el hecho de que “Dicha prescripción se ha estructurado, toda vez que el término de 1 año de que disponía la parte demandante, para la notificación del demandado esto es desde la notificación del auto admisorio es decir el 8 de julio de 2014. Y como bien se evidencia a mi mandante se le notificó el 1 de julio del año 2016 es decir transcurrieron cerca de 2 años desde el auto que admitió la presente demanda, por tanto, la presentación de la demanda no interrumpió la prescripción (f. 129).

La parte demandada se pronunció respecto a la defensa presentada con el argumento de que se trata de una acción imprescriptible, debido a que la unión marital entre compañeros permanentes otorga un estado civil entre ellos y para con la sociedad, “…no se puede extinguir del mundo jurídico un derecho que es imprescriptible por la aplicación de la prescripción solicitada en el presente asunto.”

Agrega que no es procedente la aplicación del artículo 94 del CGP, pues se trata de un asunto reglado por una ley especial, en este caso Ley 54 de 1990, que no contempla otra clase de prescripción diferente. Además, expresa que “… está demostrado en el expediente que la notificación de manera personal al demandado se intentó de diferentes maneras y por diferentes entidades de correo certificado, sin que dicha notificación fuera posible al igual que se le solicitó al Despacho en varias oportunidades que se expidieran nuevos oficios de notificación al mismo lugar donde se había hecho siempre, hasta que finalmente el 01 de julio de 2016 la misma fuere posible.” (fls. 142 y 143)
AUDIENCIA DEL ARTÍCULO 101
Se llevó a cabo el 21 de febrero de 2017, sin que fuera posible una conciliación entre las partes sobre el objeto del litigio. Se evacuaron las demás etapas de la audiencia (resolución de excepciones previas, saneamiento del proceso y fijación de hechos y pretensiones). Se recibieron los interrogatorios de las partes (fl. 150 y 151).
ALEGATOS: 
DEMANDANTE 

En su escrito hace un recuento procesal de las actuaciones que se han surtido a lo largo del proceso, entre ellas, el perfeccionamiento de las medidas cautelares, el paso del expediente por varios juzgados debido a la política de descongestión por la implementación de la oralidad y lo traumatismo para perfeccionar la diligencia de notificación al demandado, todo ello, dice, hace que “… no pueda predicarse entonces el fenómeno de la prescripción toda vez que existen elementos de prueba dentro del expediente que indican que la notificación se intentó debidamente y del estudio del expediente no se desprende una inactividad procesal imputable a la demandante…” (fl. 159)  Agrega que el demandado en su interrogatorio “… admitió la existencia de la unión marital de hecho, dejando sentado que al admitir dicho estado civil, el mismo se torna imprescriptible, motivo por el cual carecería de lógica decretar la prescripción de un hecho que fue aceptado mediante interrogatorio de parte por el demandado.” Además, afirma que “La entrada en vigencia del Código General del Proceso generó no solo en los Juzgados de Familia sino en los juzgados civiles un periodo de congestión judicial que poco a poco ha ido normalizando la actividad judicial, carga esta, que en calidad de apoderada no estoy en condiciones de asumir al igual que despacho judicial debido al cúmulo procesal asignado.” (fl. 161) 
ALEGATOS DE LA PARTE DEMANDADA

En su escrito, insistió en la excepción de “PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO Y CADUCIDAD DE LA ACCIÓN” 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Dio por sentada la existencia de la unión marital de hecho y que se formó una sociedad patrimonial; no obstante, con base en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia (sentencia No. 88001-31-84-001-2009-00443-01), concluye que “… la mera presentación de la demanda no interrumpe la prescripción, pues necesariamente hay que armonizar la Ley 54 de 1990, con el artículo 90 del CPC, notificándose la demanda a más tardar dentro del año siguiente a su presentación, para que pueda tenerse como interrumpida la prescripción de la acción. Por tanto, la excepción de prescripción de la acción patrimonial se encuentra acreditada.” 

REPAROS CONCRETOS Y SUSTENTACIÓN:

Apeló la demandante que insiste en que la demora en la notificación al demandado fue por factores ajenos a su voluntad y, por tanto, no se le pueden imputar. Además, que el derecho sustancial debe prevalecer sobre las formas. 

CONSIDERACIONES:
1. Reunidos están los presupuestos procesales y no se vislumbra causal alguna de nulidad que pueda dar al traste con lo actuado. Esto, al margen de que se diga que el presente asunto se tramitó en su integridad bajo la línea del Código de Procedimiento Civil, cuando ha debido hacer el tránsito de legislación que ordena el artículo 625 del Código General del Proceso a partir de la fase siguiente al auto del 28 de febrero de 2017 con el que se decretaron las pruebas. Esa omisión, sin embargo, se queda en una simple irregularidad que en nada afecta el trámite, máxime cuando a las partes se les garantizó el derecho de defensa.  
2. El artículo 1º de la Ley 54 de 1990 define la unión marital de hecho como aquella formada entre un hombre y una mujer
, que sin estar casados entre sí, hacen una comunidad de vida permanente y singular; a la vez, su artículo 2º prevé que se presume la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y hay lugar a declararla cuando esa unión se prolonga por un tiempo no inferior a dos años entre una pareja sin impedimento legal para contraer matrimonio, o que teniéndolo, su sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho.

Nadie discute en este caso el vínculo afectivo que existió entre Ruby del Socorro Betancur Giraldo y Luis Ubaldo Naranjo Pérez, ya que fue aceptado por las partes en la demanda y su contestación. De tal suerte que la existencia de la unión marital de hecho fue declarada por el despacho a la luz de la citada Ley, resolución que no fue objeto de inconformidad en la alzada.

3.
El problema jurídico al que se contrae esta decisión, está en determinar si la prescripción alegada por la parte demandada, contemplada por el legislador en el artículo 8 de la Ley 54 de 1990 y reconocida en la sentencia que se revisa, se configuró, o si, como lo alega la recurrente, deben tenerse en cuenta los contratiempos que tuvo el proceso que llevaron a que la notificación al demandado se hiciera por fuera del plazo de un año, consagrado en el artículo 90 del C. de P. Civil, vigente para cuando se notificó el auto admisorio.  

Llegados a este punto, es del caso precisar, ya que en la respuesta a las excepciones (f. 142, c. 1) se argumentó la imprescriptibilidad de la unión marital de hecho y de la declaración de la sociedad patrimonial, que tal enfoque se opone al genuino sentido de la ley, según lo viene decantando, de años atrás, la jurisprudencia nacional, que ha advertido que el término prescriptivo es predicable, únicamente, de los efectos patrimoniales de la unión marital de hecho y más concretamente de la acción para la disolución y liquidación de la sociedad, no de la relación marital misma, por cuanto esta comporta un estado civil propiamente dicho. Así viene siendo explicado con suficiencia por la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, como podría leerse, por ejemplo, en las sentencias del 11 de marzo de 2009,  referencia 85001-3184-001-2002-00197-01, M.P. William Namén Vargas; o en la sentencia de tutela del 10 de agosto de 2012, radicado 11001-02-03-000-2012-01568-00, M.P. Jesús Vall de Rutén Ruiz; o bien, en la sentencia del 6 de febrero de 2014, radicado 11001-02-03-000-2014-00153-00, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez, a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad y porque, además, ese argumento se dejó de lado en la impugnación, con lo que, se entiende, está fuera de debate. 
3. Ahora bien, definido como quedó que entre las partes hubo una unión marital de hecho entre el 14 de enero de 1984 y el 22 de julio de 2013, es propio decir que, al haber superado los dos años, entre la pareja se conformó una sociedad patrimonial de hecho.

La cuestión es que se alegó la prescripción de que trata el artículo 8 de la Ley 54 de 1990. En el texto que estaba vigente para cuando se introdujo esta demanda, lo que debe señalarse por cuanto el parágrafo fue derogado por el literal c) del artículo 626 del Código General del Proceso a partir del 1° de enero de 2016, cuando entró en plena vigencia ese estatuto, estaba dicho que:
“Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, prescriben en un año, a partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o ambos compañeros.

PARÁGRAFO. La prescripción de que habla este artículo se interrumpirá con la presentación de la demanda”
Norma que, sin duda, debe concatenarse con el artículo 90 del C. de P. Civil (ahora 94 del CGP), pues una y otra se complementan, en cuanto es patente que la interrupción que se logra con la sola introducción del libelo inicial, sería ineficaz si no se cumplen también las exigencias de la norma adjetiva que manda que: (i) se presente la demanda en tiempo, esto es, antes de que se produzca la prescripción; (ii) que se notifique el auto admisorio al demandante por estado; y (iii) que a partir de allí, se entere al demandado de ese proveído dentro del año siguiente a aquel acto, so pena de que, si se hace con posterioridad, se corra el riesgo de que tal interrupción solo se dé con dicha notificación efectiva y que si esta estuvo por fuera del término de prescripción, se abra paso la excepción respectiva. 

Sobre el punto, tiene dicho la Corte Suprema de Justicia, que: 

“… la circunstancia de que la ley 54 de 1990 hubiere establecido que la presentación de la demanda interrumpe el término prescriptivo de la acción para disolver y liquidar la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, no autoriza excluir la aplicación del artículo 90 del C. de P. C., pues tal suerte de interpretación traduciría que la interrupción civil, de suyo vinculada a un acto procesal, se produciría a espaldas del demandado, sin que este, además, pudiera discutir su ineficacia en los precisos casos previstos en el artículo 91 de dicha codificación, lo que conspiraría contra caros axiomas que, ab antique, estereotipan el debido proceso, rectamente entendido. De allí, entonces, que no se pueda traer a colación el argumento de la especialidad de la norma, o el de ser ella posterior a la disposición del código de procedimiento, no solo porque, se itera, tal presentación conduce a una postura que no resulta de recibo a la luz de la constitución y la ley, sino también porque, en rigor, las dos disposiciones se ocupan de temas complementarios atinentes a la prescripción: la demanda, como hito interruptor, y la notificación oportuna, como requisito para su eficacia, lo que descarta la aplicación de las reglas sobre conflictos de leyes”. (expediente No. 7921. Sentencia del 1º de junio de 2005. MP Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo).
4. Hechas estas precisiones, y con la claridad que se tiene de que el extremo último de la relación fue el 22 de julio de 2013, se requería la promoción de la demanda antes de esa misma fecha del año 2014, y que notificado el proveído inicial a la accionante, en el año siguiente se vinculara al demando.
El debate se centra en que, a pesar de que, objetivamente, las cosas ocurrieron de otra manera, porque respecto del demandado corrió más de un año hasta cuando se le enteró personalmente de tal proveído, se presentaron situaciones ajenas a la voluntad de la demandante, que no le pueden ser trasladadas para dar por sentada la prescripción de la acción de disolución y liquidación de la sociedad patrimonial de hecho. 

Para entender la cuestión, veamos lo que ocurrió en el curso del proceso: 

	ACTUACIONES
	FECHA
	FOLIOS

	Demanda: correspondió por reparto al Juzgado     Primero de Familia local
	03/07/14
	1 a 57

	Notificación por estado del auto admisorio.  
	10/07/14
	58

	Trámite de la medida cautelar
	08/07/14  21/01/15
	58 a 96

	Pago de porte para notificación al demandado 
	26/02/15
	97

	Traslado del proceso al Juzgado 4 de Familia, por oralidad. Acuerdo No. PSAA15-10300 de febrero 25 de 2015.
	01/03/15
	

	Traslado del proceso al Juzgado de Familia de Descongestión local. Acuerdo PSAA15-10337 de agosto 26 de 2015
	01/09/15
	101

	Auto que ordena notificación al demandado 
	15/10/15
	101

	Se envía comunicación al demandado por empresa de correo, sin resultados positivos. Devuelta el 15/12/15
	17/11/15
	108

	Proceso pasa al Juzgado Cuarto de Familia local por terminación de la medida de Descongestión
	12/15
	108 y ss

	Se insiste en la notificación personal al demandado en la misma dirección 
	20/01/16
	112 a 115

	Se aporta nuevo poder por parte de la demandante
	04/03/16
	116

	Solicitud de oficio para notificar al demandado
	14/04/16
	117

	Auto ordena elaborar nuevamente formato para notificar personalmente al demandado en la misma dirección
	18/04/16
	118

	Acta de notificación personal al demandado 
	25/06/16
	122


Pues bien: un cotejo detenido de las distintas fechas y de la realidad que muestra el expediente, permite concluir que los escuetos fundamentos del juez de primer grado para declarar la prescripción apelada fueron acertados y deben ser confirmados, porque, en verdad, la prescripción de la acción para intentar la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial, se consumó. 

En efecto: la demanda fue presentada el 3 de julio de 2014, es decir, dentro del término prescriptivo del año siguiente a la separación física y definitiva de los compañeros de que trata el artículo 8º de la Ley 54 de 1990, que tuvo lugar el 22 de julio de 2013. 

Sin embargo, la demanda, que en un primer momento interrumpió civilmente dicho fenómeno en los términos del artículo 90 del C. de P. Civil, vigente para la época de su promoción, no logró al final su objetivo, supuesto que la notificación ocurrió mucho tiempo después de vencido el plazo de un año que contiene la norma citada, comoquiera que solo vino a efectuarse el 25 de julio de 2016, es decir, más de dos años después de la notificación por estado del auto admisorio, que ocurrió el 8 de julio de 2014. 

De suerte que acertó el funcionario de primera instancia cuando con buen criterio concluyó que “… la mera presentación de la demanda no interrumpe la prescripción, pues necesariamente hay que armonizar la Ley 54 de 1990, con el artículo 90 del C. de P. Civil, notificándose la demanda a más tardar dentro del año siguiente a su presentación, para que pueda tenerse como interrumpida la prescripción de la acción”, como quedó analizado en la parte inicial.

5. Ahora, respecto de la argumentación de la apoderada judicial de la parte demandante, según la cual se presentaron una serie de “… obstáculos que no pueden conllevar a la mutilación de los derechos constitucionales de la señora Ruby del Socorro, pues inicialmente el proceso entró en una parálisis debido a la descongestión judicial, y una vez fuera practicado el primer intento de notificación, fue solicitada nuevamente con fecha 20 de enero de 2016 a la misma dirección por considerarse sin lugar a dudas que allí sí residía el demandado, siendo necesario requerir al despacho judicial el día 14 de abril del 2016 pues pasados casi tres meses no había emitido dicha comunicación.” (fl. 181), es preciso decir que carece de razón en su alegato.

Es verdad que el proceso transitó por tres juzgados diferentes, a causa de la descongestión judicial que hubo en este Distrito Judicial, Juzgado Primero de Familia, Juzgado de Descongestión de Familia y Juzgado Cuarto de Familia, todos locales; pero que ello sea así, no significa que se pueda avalar la inactividad de la parte demandante, por cuanto, ese trámite entre despachos  fue temporal y una vez radicado el expediente en cada sede, le correspondía a ella estar atenta al proceso de notificación al demandado, que era la actuación que estaba pendiente.

Si se observa la reseña procesal que se hizo, la demanda se admitió el 8 de julio de 2014 y estuvo en el Juzgado Primero de Familia hasta el 1º de marzo de 2015, o sea, por más de siete meses, sin que se notificara al demandado. Y no sirve de excusa para evitar el conteo del término prescriptivo de un año que trae el artículo 90 del CPC, el trámite que se le dio a las medidas cautelares por espacio de seis meses, pues se trata de asuntos procesales que el litigante debe advertir y estar al tanto de ellos, con el fin de que no obstaculicen la obligación de impulsar el proceso con la notificación respectiva. La doctrina señala sobre ese aspecto que: 

…dentro de los procesos de prudencia y diligencia del demandante está la previsión de introducir su demanda con la anticipación suficiente”, argumentos éstos que sirven para corroborar el porqué de mi tajante afirmación atinente a que con la reforma al artículo 90 queda desterrada la interpretación que propendía porque se buscara quién era el culpable de la demora en la notificación, porque basta que objetivamente transcurra ese plazo independientemente de cualquier otra circunstancia, por ejemplo de la práctica de medidas cautelares, sin que se haya logrado la notificación, para que se tome inexorablemente como fecha de interrupción la de notificación de la demanda, no la de su presentación.” (LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Procedimiento Civil. Tomo I. DUPRÈ Editores. Novena Edición. Bogotá. 2005. Pág. 520).
Aunque esa tajante posición de que el término es cuestión puramente objetiva puede ser discutible, atendiendo los argumentos de orden jurisprudencial que trae la demandante, conforme con los cuales es posible, en ciertos casos, auscultar si al demandante se le puso en imposibilidad de cumplir la carga de la notificación, es lo cierto que en este preciso caso, al margen del tiempo que pudo durar el proceso en los traslados entre juzgados, queda en evidencia que hubo, además del que corrió para la práctica de las medidas, otros de total pasividad de la demandante que no le favorecen.

En efecto, en esa primera fase de las medidas, se admitió el libelo y se notificó el auto el 10 de julio de 2014; 12 días después (f. 60), se presentó una relación de bienes exigida por el despacho; enseguida se fijó el monto de la caución, con auto que se notificó el 24 de julio de ese año (f. 61), pero solo el 21 de agosto siguiente se solicitó un amparo de pobreza (f. 62); el 28 de agosto se notificó un auto con el que se negó lo pedido (f. 64) y apenas el 10 de octubre se requirió del juzgado la reducción del monto de la caución (f. 65), es decir, pasado casi un mes y medio. El auto notificado el 20 de octubre de 2014, accedió a lo pedido (f. 66), pero solo el 10 de noviembre se acercó la póliza (f. 67); el 21 de noviembre siguiente, se ordenó la inscripción de la demanda (f. 69), y tan solo el 16 de enero se arrimó la nota de inscripción (f. 71). Luego, con auto notificado el 23 de enero de 2015 se agregó al expediente esa documentación (f. 96), y se esperó hasta el 26 de febrero de ese año, más de un mes, para entregar el porte de la notificación (f. 97). 

Luego de que el proceso pasara de un juzgado a otro, como bien relata la parte, el de Familia de Descongestión, dispuso, con auto del 15 de octubre de 2015, que se procediera al envío de la comunicación al demandado (f. 101), el 15 de diciembre de ese año (f. 111 v), se recibió noticia del correo de que no fue posible su entrega; corrió el tiempo hasta el 20 de enero de 2016, no obstante que quedaban unos días antes de la vacancia judicial y corrieron otros luego del reingreso de la misma, para que la parte insistiera en que la dirección suministrada fue la correcta (f. 115). Pero solo el 14 de abril de ese año, se preocupó por reiterarle al Juzgado que ordenará otra vez la notificación (f. 117), esto es, cerca de tres meses después; el juzgado accedió, con auto que notificó el 19 de abril (f. 118), y a pesar de ello, la fecha de recibido de la comunicación es del 1° de junio de ese año, o sea, pasado casi un mes y medio, en tanto que la comunicación solo se introdujo al correo el 24 de junio siguiente (f. 123).

Trasunto del cual emergen varias situaciones claras para esta Colegiatura: 

La primera, que, como ya se dijo, el tiempo que se utiliza para la práctica de las medidas cuenta para definir si se cumplen los fines de la interrupción señalados en el artículo 90 del C.P.C.; y aún si se aceptara que tal término debe descontarse, es claro que en este caso, la demora provino de la parte demandante en su concreción, y no del juzgado. 

La segunda, que no basta presentar el recibo de pago de las expensas para la notificación, sino que incumbe a la parte estar atenta a que la gestión se cristalice, porque detrás de ello hay una situación que es relevante, y que la demandante ha desconocido, y es que, en los términos del artículo 315 del citado estatuto, modificado por el 29 de la Ley 794 de 2003, “La parte interesada solicitará al secretario que se efectué la notificación y esté sin necesidad de auto que lo ordene, remitirá en un plazo máximo de cinco (5) días una comunicación a quien debe ser notificado, a su representante o apoderado, por medio de servicio postal autorizado por el Ministerio de Comunicaciones, en la que informará sobre la existencia del proceso, su naturaleza y la fecha de la providencia que se debe notificar, previniéndolo para que comparezca al Juzgado, a recibir notificación, dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su entrega en el lugar de destino. Cuando la comunicación deba ser entregada en municipio distinto al de la sede del juzgado, el término para comparecer será de diez (10) días; si fuere en el exterior, el término será de treinta (30) días… En el evento de que el Secretario no envíe la comunicación en el término señalado, la comunicación podrá ser remitida directamente, por la parte interesada en que se efectúe la notificación. Si fueren remitidas ambas comunicaciones, para todos los efectos legales se tendrá en cuenta la primera que haya sido entregada.”.

Norma que muestra cómo, para el envío de la comunicación inicial al demandado, era innecesario un auto que así lo dispusiera, así que no sirve de excusa señalar que el funcionario omitió pronunciarse oportunamente; además, que si el secretario incumplía su función en cinco días, quedaba abierta la posibilidad de que la remisión la efectuara de manera directa la parte demandante, situación que nunca ocurrió. Y bastante tiempo hubo para hacerlo, con total independencia del traslado del expediente entre juzgados, más en una situación como la presente, en que la demanda se presentó ya a punto de que ocurriera la prescripción. Es decir, mientras el expediente estuvo en el Juzgado Cuarto de Familia antes de ser llevado al de Descongestión, fueron varios meses en los que esa actividad se pudo haber realizado. 

La tercera, que incluso si se tuviera por descontado el tiempo del que se duele la parte, durante el cual ocurrió el tránsito del proceso, por causa de la descongestión, bastaría hacer cuentas, en la descripción que antes se hizo, para concluir que la inactividad de la parte, al margen de esa situación, estuvo cercana al año. 

En definitiva, el proceso de notificación al demandado duró más de un año sin trámite alguno, inicialmente en el Juzgado Primero de Familia que desde el auto admisorio (8 de julio de 2014) hasta el traslado al Juzgado Cuarto de Familia, transcurrió un lapso de más de 7 meses, y en este último despacho quedó por espacio de 6 meses. Luego, pasó al Juzgado de Familia de Descongestión por un término de 3 meses y finalmente volvió al Juzgado Cuarto de Familia local en diciembre de 2015 hasta el perfeccionamiento de la notificación al demandado que ocurrió en junio de 2016, casi 7 meses después, para un total de, más o menos, 23 meses. 

De suerte que, contrario a las cuentas que hace la recurrente, mírese el asunto desde donde se mire, la prescripción salta a la vista, porque, a diferencia de lo que la jurisprudencia que le sirve de apoyo señala, ninguna razón válida existe en este caso para que una demanda que se presentó el 3 de julio de 2014 apenas se haya podido notificar al demandado en junio 25 de 2016 (más de dos años después), sin que los obstáculos que se alegan por cuenta de la descongestión, que en realidad la hubo, o el hecho del trámite de la misma notificación, excusen este proceder, todo lo cual denota la omisión de la parte actora que en este caso acarrea una decisión adversa a sus intereses. 

7.
En síntesis, se confirmará el fallo y se condenará en costas de segundo grado a la parte demandante, en favor del demandado. La liquidación se hará de manera concentrada ante el juez de primera instancia (art. 366 CGP), previo señalamiento de las agencias en derecho, lo que se hará por el magistrado sustanciador en auto separado. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 22 de marzo de 2017, en este proceso ordinario de existencia de unión marital de hecho y liquidación de sociedad patrimonial, que inició Ruby del Socorro Betancur Giraldo contra Luis Ubaldo Naranjo Pérez. 

Costas de segundo grado a cargo de la parte demandante y a favor del demandado. Se liquidarán ante el juez de primer grado de manera concentrada. 

Decisión notificada en estrados.

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Al respecto debe tenerse en cuenta la sentencia C-075 de 2007, que la extiende a personas del mismo sexo. 





